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La mediación del Defensor 
del Pueblo Andaluz, un 
diálogo entre la ciudadanía 
y las administraciones más 
cercano

La Institución del Defensor del Pueblo Andaluz ha sido 
pionera entre sus homónimas en la instauración efecti-
va de la cultura de paz, a través del uso de la mediación 
como mecanismo eficaz en la gestión y resolución de 
quejas, en coexistencia lógica con la supervisión de la 
labor a las administraciones públicas. 

Los valores que impregnan las actuaciones de la Institu-
ción para el cumplimiento de la misión que tiene enco-
mendada la Defensoría del Pueblo Andaluz se ajustan 
en esencia a los valores y principios de la cultura de paz. 

En este sentido, la Estrategia del Defensor del Pueblo 
Andaluz 2021–2024, pone una mirada interna a este 
respecto, enmarcando sus actuaciones basadas en los 
siguientes valores: el compromiso social, la inclusión y 
el apoyo a las personas vulnerables, la justicia y equidad, 
el diálogo y el consenso, la empatía y la transparencia, 
además de la participación ciudadana, la flexibilidad, la 

capacidad de adaptación y el aprendizaje permanen-
te. Todos ellos, valores estrechamente vinculados a la 
cultura de paz.

Para la defensoría andaluza, la mediación la ha dota-
do de un enfoque directo, transversal y participativo, 
favoreciendo un espacio para la autocomposición de 
soluciones a administraciones y ciudadanía, apoyado 
con profesionales y técnicas mediadoras. 

Es evidente que la mediación en el ámbito administrati-
vo materializa la involucración ciudadana en el ejercicio 
de las políticas públicas, potenciando los derechos hu-
manos desde una participación directa de las personas 
y los colectivos y desde el ejercicio de la voluntariedad 
como vía prioritaria de gestión, dirigida a lograr con-
sensos y contribuir a la buena administración. 
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En Andalucía, el apoyo de administraciones y del arco 
parlamentario andaluz a la mediación del Defensor del 
Pueblo está siendo relevante y sostenido en el tiempo 
desde que se puso en marcha esta experiencia, en 2016. 
Por lo que respecta a las administraciones, el diálogo y 
el consenso, ejes de la mediación, se vinculan también 
directamente con el principio de buena administración, 
de flexibilidad, participación y transparencia, potencian-
do con ello la innovación social en la protección de de-
rechos. 

Se ha convertido en un proceso que humaniza la 
gestión y los roles de ciudadanía y administración a 
través de las personas que acuden a ella.

Un sistema de gestión informado en los principios de la 
cultura de paz (diálogo, cooperación, solución de pro-
blemas), pone a la persona en el centro de su eje de 
actuación y supone procesos de gestión de asuntos con 
una mayor adaptabilidad, flexibilidad, transversalidad, y 
cercanía. En este tipo de reto, tal y como ha manifestado 

el Defensor en numerosas ocasiones “es fundamental 
tener clara la prevalencia del interés general, el equi-
librio e independencia de los intereses partidistas y la 
capacidad de construir consensos a través de la cer-
canía y el acompañamiento. Todo ello fomentando la 
cultura de paz, la paz y la justicia , la prevalencia del 
servicio público y la cooperación, en una gestión más 
humana de la administración pública”.

Hay que precisar que las intervenciones de mediación 
que lleva a cabo el Defensor del Pueblo Andaluz se deri-
van de conflictos no resueltos entre la ciudadanía (en su 
vertiente colectiva) y una o varias administraciones pú-
blicas, o los que se suscitan entre distintas administra-
ciones públicas en la Comunidad Autónoma andaluza.

Ese entendimiento desde la diferencia y el espacio de 
interlocución que la mediación procura, forma parte 
de la respuesta que muchos ciudadanos y ciudadanas 
esperan recibir. Incluso cuando dicha respuesta no es 
la esperada, siempre el encuentro abre canales de co-



ÍNDICE

Informe Anual dPA 2023 - Resumen

85

municación directa entre la ciudadanía y su adminis-
tración, cuyas relaciones perduran en el tiempo, más 
allá de la disputa planteada. Algo que resulta valioso 
para nuestras mediaciones, y así lo ha manifestado la 
ciudadanía incluso cuando no logran un acuerdo espe-
cífico, es que se sienten escuchados en la mediación y 
encuentran un espacio para poder explicarse. Valoran 
obtener información y entendimiento sobre lo complejo 
de su asunto, y las dificultades que puede encontrar la 
Administración en su gestión.

En este sentido, la Comisión Europea para la Eficiencia 
de la Justicia (CEPEJ) en su Informe de 20221, pone en 
valor la mediación como mecanismo preventivo que 
contribuye a equilibrar las relaciones de los particulares 
con la administración. Y en ese enfoque se ha ido for-
jando la mediación de la Defensoría andaluza.

Por ello, entre los distintos estilos y propuestas para 
guiar una mediación que encontramos en la literatu-
ra científica2, la mediación del dPA tiene un marcado 

1	 Promoting mediation to resolve administrative disputas in Council 
of Europa member states CEPEJ (2022) 

2	 Clasificación por coordenadas (“grid”) expuesta por Leonard L. Ris-
kin, en 1997. Leonard L. Riskin: “Understanding Mediators ́Orienta-
tions, Strategies, and Techniques: a Grid for the Perplexed”. 1997. Así 
la clasificación que sostiene Leonard Riskin: la mediación evaluativa, 
que procura el análisis de las posturas de las partes para predecir sus 
puntos débiles y sus puntos fuertes, en aras de lograr un acuerdo. 
1) la facilitadora, centrada en el restablecimiento de las relacio-
nes entre las partes en disputa y tratando de impulsar el logro 
de un acuerdo, y 2) la transformativa, que se dirige a mejorar las 
relaciones de las partes, su comunicación y su capacidad mu-
tua de entendimiento, apoyándoles mientras tratan de alcanzar 
una solución por sí mismas o no, sobre la cuestión en disputa. 
Esta clasificación permite observar cómo la mediación puede 
actuar desde distintas ópticas priorizando según el estilo de me-
diación diferentes fines. Ello resulta útil para identificar las carac-
terísticas que definen el modelo, como se verá en adelante.

carácter facilitador y a veces transformativo en función 
del asunto. Será clave el análisis riguroso de cada con-
flicto, sobre el que las mediadoras diseñan su línea de 
intervención de forma flexible y adaptativa al contexto, 
de tal forma que no hay dos mediaciones exactamente 
iguales, aunque versen sobre la protección de los mis-
mos derechos. Se puede apreciar la riqueza y diversidad 
de matices en las alternativas de solución que se plan-
tean en distintos escenarios y con distintas personas 
involucradas. 

Hoy la mediación de la Institución andaluza es una 
verdadera alternativa procedimental dentro de la insti-
tución, de naturaleza auto-compositiva, con sello propio, 
que pretende velar y garantizar los derechos de la 
ciudadanía con su propia participación a través de 
una intervención que les de protagonismo, le facilite el 
diálogo y la comprensión mutua de intereses. Además, 
el enfoque permite trabajar con la re-definición de la 
relación con perspectiva de futuro, con efecto preven-
tivo de otros posibles conflictos o multiplicación de las 
controversias. Todo ello sin olvidar la consecución de 
una solución del problema que se plantea, o minimi-
zar sus efectos, a través de lograr con un acuerdo que 
adopten las partes.

Tras la acumulación de la experiencia de esta Institución 
en el uso de la mediación como fórmula de interven-
ción, puede afirmarse su fortaleza como método de 
gestión eficaz y eficiente para dar cumplimiento a los 
objetivos de la Agenda 2030 sobre el Desarrollo Soste-
nible, que aprobó la Organización de Naciones Unidas.

https://rm.coe.int/cepej-2022-11-promoting-administrative-mediation-en-adopted/1680a95692
https://rm.coe.int/cepej-2022-11-promoting-administrative-mediation-en-adopted/1680a95692
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Una Defensoría a tu lado: 
acercando la  Institución a 
las personas

Este año, el Defensor del Pueblo andaluz (dPA) celebra 
40 años desde que se creó la Institución en nuestra Co-
munidad Autónoma. Desde su creación, un 1 de diciem-
bre de 1983,  viene trabajando para acercar la labor de 
la Institución de garantía y defensa de derechos a toda 
la ciudadanía que vive y se relaciona con las adminis-
traciones públicas andaluzas. 

Andalucía, con una superficie de 87.599 km², es la se-
gunda comunidad autónoma más grande de España, 
detrás de Castilla y León, pero es la primera por pobla-
ción, 8.584.147 habitantes según el INE a 1 de enero de 
2023. Estamos organizados en ocho provincias, 66 co-
marcas  y 785 municipios.

Andalucía es diversa. Junto a grandes núcleos de po-
blación conviven pequeños municipios alejados de las 
capitales de provincia, con pocas comunicaciones e in-
fraestructuras y escasos servicios públicos.  

Desde su inicio, el Defensor del Pueblo Andaluz ha 
querido estar presente en todo el territorio andaluz y 
escuchar a toda la ciudadanía pero la extensión de An-
dalucía y la idiosincrasia de su población nos hace difícil 
cumplir esa misión. 

En la presentación del Informe Anual de 1986 un par-
lamentario de uno de los partidos representados en 
la Cámara andaluza ya decía que “constituía un dato 
constatable que la institución del dPA era una perfecta 
desconocida para la inmensa mayoría de los andalu-
ces y que de aquellos que  han oído su nombre, muy 
pocos conocen cuál es su cometido y cuál es su función. 
Es preciso por tanto, acercar la institución al pueblo, 
intensificando la difusión de su existencia y compe-
tencias en todas las capas sociales y en todas las áreas 
geográficas de la Comunidad Autónoma andaluza, 
fundamentalmente en aquellas capas populares y 
en aquellas áreas geográficas más deprimidas o más 
subdesarrolladas. Y esto se lleva a cabo a través, tanto 
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de la utilización de los medios de comunicación social, 
como  de los viajes, visitas e intervenciones en actos de 
todo tipo; es decir, todo aquello que pueda contribuir 
a que haya un acercamiento, una intensificación del 
conocimiento por parte del pueblo de lo que es y de 
lo que significa la institución del Defensor del Pueblo 
Andaluz”.  

Desde su creación, la Institución siempre ha querido es-
tar más presente en el conjunto de la sociedad andaluza 
y sus territorios, pero desgraciadamente sólo tiene sede 
física en la capital de la comunidad y aunque intenta 
que la ciudadanía pueda contactar con ella a través de 
todos los medios: telefónicos, internet, redes sociales, 

etc. Consciente de que falta mucho por llegar a todos 
los territorios y a todas las personas. 

Y no han sido pocos los avances y cambios desde 1983. 
En aquellos primeros años de los inicios de la democra-
cia en España, esta institución ha intentado caminar  a 
la par de la ciudadanía a la que defiende. Y ha pasado 
de ser considerada un buzón de quejas, como algunos 
la llamaron, a constituir la defensa de los derechos hu-
manos en cualquier parte del mundo, desde Andalucía. 

Hoy día creemos que nuestra institución es conocida, 
valorada y utilizada por los andaluces y andaluzas. Si 
bien es cierto que compartimos en parte esa reflexión 
de la necesidad de estar más involucrados con la ciu-



ÍNDICE

4. Eje Justicia y Cultura de paz

88

dadanía, también queremos ofrecer nuestros servicios 
de una manera más directa y asequible a toda la ciu-
dadanía. 

La evolución del número de consultas así lo manifiesta: 
hemos pasado de tener 245 consultas en el inicio de la 
oficina de información, cuando la mayoría de ellas eran 
presenciales, a las más de 16.000 consultas de este 
último año, en las que ya un importante número son 
por vía electrónica y, comparativamente, se han redu-
cido las presenciales.

AÑO CONSULTAS

1993 245

1996 2.710

2000 4.490

2005 6.594

2010 9.082

2015 9.343

2018 13.117

2020 16.828

2023 15.583

Desde que tomó posesión el actual Defensor del Pue-
blo Andaluz, durante el sexto mandato de la Institución, 
expuso la necesidad de acercar la Institución a la ciu-
dadanía e  intensificar fórmulas de participación con 
colectivos y organizaciones sociales en la defensa del 
interés público  mediante una presencia más intensa 
en las provincias, junto con la creación de foros par-
ticipativos y el desarrollo de una adecuada política de 
comunicación.  

Así, en el año 2015 se potenció la Oficina de Atención 
e Información, figurando entre sus cometidos el de  
promover la presencia de nuestra Institución en todo 
el territorio andaluz, desarrollando un plan de visitas 
institucionales a comarcas y localidades andaluzas.  

Igualmente, en la Estrategia del Defensor del Pueblo 
Andaluz 2021-2024 se establece la necesidad de incre-
mentar la cercanía a la ciudadanía. Para ello se ha desa-
rrollado un plan de visitas a las comarcas de Andalucía. 

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/visitamos-tu-ciudad
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/visitamos-tu-ciudad
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/estrategia-del-defensor-del-pueblo-andaluz-2021-2024
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/estrategia-del-defensor-del-pueblo-andaluz-2021-2024
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Desde que la Defensoría andaluza inició el programa 
de visitas a las comarcas andaluzas ha realizado 55 vi-
sitas, con presencia en todas las capitales de provincia 
de Andalucía con los siguientes objetivos:

1.	 Acercar la institución a la ciudadanía

2.	 Estrechar relaciones con el movimiento asociativo

3.	 	Escuchar a los Servicios Sociales comunitarios

Unas visitas que persiguen, por tanto, intensificar el 
papel de la Institución como receptora de las inquietu-
des ciudadanas y sociales. Para ello es necesario llegar 
de mejor forma a toda la población por lo que es clave 
aumentar la presencia de la Institución en el territorio, 
sobre todo en las zonas más despobladas, que es don-
de se dan las mayores carencias de servicios públicos 
básicos y de acceso a recursos comunitarios. 

Dentro de esta estrategia es importante que el dPA se 
haga presente y visible en todo el territorio andaluz, 
aumentando  su capacidad y cobertura de atención de 
cara a desarrollar su misión. 

Más allá de la problemática concreta expuesta en cada 
visita, los desplazamientos de la Oficina de Información 
y Atención a la Ciudadanía permiten a la Institución co-
nocer de primera mano las carencias y las inquietudes 
de los municipios y comarcas visitadas y la percepción 
y la valoración que tienen los habitantes de la zona de 
las administraciones con las que se relacionan. 

La facilidad para acceder a la Institución del Defensor 
del Pueblo andaluz por diferentes canales (teléfono, 
correo postal, correo electrónico, formulario web, re-
des sociales, etc.) convive con la necesidad de muchas 
personas de tratar sus problemas personalmente, ser 
escuchadas sin filtros tecnológicos y sin tener que efec-
tuar largos desplazamientos para tener este cara a cara. 

Aunque las nuevas tecnologías están al alcance de sec-
tores muy amplios de la población, constatamos que 
quedan otros, sobre todo personas mayores y personas 
en el umbral de exclusión social, que continúan necesi-
tando y pidiendo un trato personalizado y directo. 

En las recientes visitas el equipo de la Defensoría ha 
comprobado que muchas personas que se han acer-
cado a su sede itinerante, no hubieran hecho uso de la 
Institución si no es gracias a haberse desplazado a su 
municipio. 
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En algunas localidades la presencia de la Oficina de 
Atención Ciudadana del dPA ha superado en un día 
el número de personas de esos municipios que se han 
dirigido al Defensor en toda la vida de la Institución. Por 
ejemplo, en nuestra visitas a la comarcas de La Alpuja-
rra o del Poniente almeriense, los habitantes de ambas 
zonas apenas habían tramitado 80 quejas en los últi-
mos 30 años ante la Oficina del Defensor del Pueblo 
Andaluz (y no precisamente porque no tengan motivos 
de queja).

Las visitas realizadas han sido las siguientes:

	▷ Almería: 5 visitas. Almeria capital, Comarca de Valle 
de Almanzora y los Vélez, Olula del Río y Poniente 
de Almería (El Ejido y Roquetas).

	▷ Cádiz: 11 Visitas. San Fernando y Chiclana, Rota, 
Sanlúcar de Barrameda,  Cádiz capital, Medina 
Sidonia, Barbate, Conil, Villamartin, Arcos de la 
Frontera y Jerez de la Frontera.
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	▷ Córdoba: 8 visitas. Valle de los Pedroches (Hinojosa 
del Duque y Pozoblanco);   Comarca Subbética 
(Lucena); Campiña Este (Baena); Valle Alto (Montoro) 
y Medio del Guadalquivir (La Carlota); Valle del 
Guadiato y Córdoba capital.

	▷ Granada: 7 visitas. Granada capital;  Alpujarras 
(Órgiva); Loja; Guadix;  Baza y Comarca de la Costa 
Tropical (Motril) y Valle de Lecrín (Dúrcal).

	▷ Huelva: 7 visitas. Sierra de Aracena (Cortegana y 
Aracena); Huelva capital; El Andévalo (Puebla de 
Guzmán);  Cuenca Minera (Minas de Riotinto) y 
Huelva Occidental (Ayamonte y Lepe).

	▷ Jaén: 5 visitas: Comarca de Segura y las Villas (La 
Puerta de Segura y Villacarrillo); Comarca de la 
Loma (Baeza); Jaén capital, Sierra Morena (Linares).

	▷ Málaga: 7 visitas. Comarca de la Axarquía (Vélez-
Málaga); Sierra de las Nieves (O jén); Ronda; 
Algatocin; Casares; Antequera y Málaga.

	▷ Sevilla: 5 visitas. Comarca de Sierra Norte (Cazalla 
y Constantina);  Écija; Morón;  Marchena y Osuna.    

El Defensor en su visita a la Alpujarra manifestaba: “Me 
parece muy importante que la ciudadanía de cada 
provincia identifique al Defensor y que ese encuentro 
no sea a través de un papel, sino a través del rostro 
humano. Que yo perciba la sensibilidad, la importancia 
y la gravedad de lo que me plantean. Eso hace que la 
oficina funcione de forma mucho más eficaz”. “ Yo no 
quiero tener un papel en las manos, sino conocer el 
rostro que está detrás de ese papel y para eso tengo 
que salir a la calle, leer a la gente, verla y sentirla”.

 En dichas visitas, también  ha mantenido reuniones 
con más de 500 colectivos y asociaciones provin-
ciales y locales que se ocupan de diversas materias: 
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asociaciones de familiares de enfermos de Alzheimer, 
asociaciones de Inmigrantes, asociaciones de vecinos, 
asociaciones de Padres y Madres, asociaciones Pro De-
rechos Humanos, asociaciones contra las Drogas, aso-
ciaciones de Mujeres, Cruz Roja, Cáritas, asociaciones 
de personas con discapacidad, asociaciones contra el 
Cáncer, de Enfermos Mentales, asociaciones de Afec-
tados por Enfermedades Raras, Personas sin Hogar, 
Plataformas en Defensa de la Educación, de Sanidad, 
Asociaciones de Ciclistas, Ecologistas, etc. 

Durante esos desplazamientos, tiene la oportunidad de 
contactar directamente con las personas que forman 
parte de ese tejido asociativo y social; conocer en prime-
ra persona la problemática y los retos de dichos colec-
tivos, así como los programas que están desarrollando. 

La valoración realizada sobre estas visitas a las comar-
cas y la presencia personal del Defensor en muchas de 
ellas ha sido muy positiva y creemos que servirá para 
conseguir el objetivo planteado de favorecer la parti-
cipación ciudadana, promover un diálogo constante 
entre la Institución y sus grupos de interés, especial-
mente agentes sociales y asociativos y la ciudadanía en 
general. 

Igualmente, en cada visita, se ha prestado mucha aten-
ción a los Servicios Sociales Comunitarios: en todas las 
reuniones con el colectivo de trabajadores y trabajado-
ras sociales de cada lugar el Defensor destaca la impor-
tancia de los Servicios Sociales como primer punto de 
encuentro con la ciudadanía. En las 55 visitas realizadas 
a las distintas comarcas de Andalucía, se ha reunido 
con más de 1.300 personas. 

Han sido 40 años poniendo voz a los sin voz, a las per-
sonas que no pueden acceder a la plenitud de sus de-
rechos. Queremos escuchar, atender y proteger a 
aquellas personas que a veces no son escuchadas 
debidamente por la administración: hacer posible el 

pleno disfrute de los derechos a todas las personas en 
el marco de un estado social y democrático de derecho 
que permita ir reduciendo las desigualdades y las situa-
ciones de injusticia social.
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La importancia del Tercer 
Sector como vertebrador de 
las políticas públicas

Muchas de las políticas públicas están orientadas a aca-
bar con la desigualdad cronificada a lo largo de los años, 
facilitando la inclusión social de quienes se encuentran 
en esta situación.  Tal y como se recoge en el preámbu-
lo de la Ley 43/2015 de 9 de octubre, del Tercer Sector 
de Acción Social, se considera que estas desigualdades 
no están causadas por hechos coyunturales, sino por la 
persistencia de problemas estructurales, económicos y 
sociales generadores de inequidad. 

Sobre ello, la propia normativa reconoce que es una rea-
lidad que a pesar del crecimiento económico de nuestra 
sociedad determinados grupos aún no han alcanzado 
los estándares económicos y sociales que les permitan 
hacer efectivos los derechos de los que son titulares, 
con especial atención a las personas y grupos que se 
encuentran en situación de especial vulnerabilidad y 
centrando sus esfuerzos en que “nadie se quede atrás”. 
Y para ello es necesario involucrar a todos los actores. 

El Tercer Sector, conocedor de estas situaciones de des-
igualdad, es un agente imprescindible para conseguir 
estos objetivos. Su compromiso como parte de la so-
ciedad civil lo posiciona en una situación privilegiada 
no solo para ser correa de transmisión en el diseño de 
las políticas de inclusión, sino en la vertebración de las 
mismas. 

Siguiendo el lema de la Fundación Vicente Ferrar, es 
necesario hacer de la acción un motor del cambio 
social, asumiendo todos los agentes responsabilidades 
conjuntas en la lucha contra la desigualdad. La socie-
dad civil organizada tiene un papel decisivo en nuestro 
Estado de Derecho, en el que la norma está orientada 
a proteger los derechos fundamentales y la libertades 
públicas sin excepción de personas y grupos, asegu-
rando así “una existencia digna, el libre desarrollo de 
la personalidad y una vida en comunidad pacífica y 
equilibrada sustentada en la libertad, la justicia, la 
igualdad, el pluralismo político y la solidaridad”.

https://www.boe.es/boe/dias/2015/10/10/pdfs/BOE-A-2015-10922.pdf
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Esta Defensoría desde su constitución, hace ya 40 años, 
ha velado por los derechos y libertades de la ciudada-
nía, tal y como tiene encomendado por el Parlamento 
de Andalucía, constituyendo un objetivo prioritario la 
población más vulnerable de nuestra Comunidad Autó-
noma. Los múltiples problemas a los que estas personas 
se enfrentan día a día son objeto de un buen número de 
quejas y consultas donde nos trasladan las dificultades 
para atender sus necesidades básicas, ante la falta de 
recursos económicos, sociales y personales. 

La sociedad civil 
organizada tiene un papel 

decisivo en nuestro Estado 
de Derecho, en el que la 
norma está orientada a 

proteger los derechos 
fundamentales y la 

libertades públicas sin 
excepción de personas y 

grupos

Conocer la realidad de la sociedad con la finalidad de 
alcanzar la vía para superar estos problemas es una 
constante de esta Institución. Y para ello el Tercer Sec-
tor, ha sido y sigue siendo, un aliado que aporta cono-
cimiento, compromiso y capacidad de análisis y acción. 
Para poder orientar acciones que den respuesta a los 
problemas detectados es necesario tener una mirada 
poliédrica de la realidad y para ello se requiere tanto el 
compromiso de la administración responsable de la im-
plementación de las políticas públicas como del Tercer 

Sector, que estando sobre el terreno cada día conoce 
bien el impacto de estas políticas sobre la población. 

Es ésta una constante en las estrategias que se des-
pliegan en la Defensoría en relación al conocimiento 
de los problemas a los que se enfrentan los grupos de 
población más desfavorecida. Así, desde hace años, 
hemos mantenido contacto directo con entidades del 
Tercer Sector que se convierten en nuestros ojos en el 
territorio. 

Ejemplo de ello es la dación de cuentas en los distintos 
Informes Anuales al Parlamento de la gestión realizada 
para conocer la realidad de quienes se encuentran re-
sidiendo en los asentamientos chabolistas de la pro-
vincia de Huelva y Almería y que tras más de 20 años 
desde los primeros informes especiales en los que se 
describía esta situación y recomendaban acciones para 
su eliminación, no solo siguen existiendo si no que han 
aumentado en algunos municipios y se han cronificado 
en el tiempo. 

En las numerosas reuniones mantenidas con los dis-
tintos agentes intervinientes para abordar esta proble-
mática, ha sido el Tercer Sector quien nos ha aportado 
un análisis de esta realidad y propuestas de solución 
que nos ha permitido una mejor comprensión de los 
problemas a los que se enfrentan las personas que resi-
den en estos entornos. Fueron ellos quienes estuvieron 
cada día de los que duró la covid-19 apoyándolos en 
un mundo de soledad extrema, confinados en lugares 
inhóspitos, y no adecuados a las necesidades de aquella 
situación. También los que han trasladado lo ineficaz de 
las políticas asistencialistas, que con el ánimo de paliar 
situaciones extremas dejan de ser transformadoras y 
por lo tanto ineficaces a largo tiempo. 

A su lado hemos conocido a quienes viven desde hace 
años en estos asentamientos, poniendo rostro a proble-
mas, que si bien no son anónimos, no se dimensionan 
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de la misma forma desde la mesa del despacho. Nos 
han dado la voz de alarma ante situaciones extremas 
como la demolición del Walili en Nijar, que aún siendo 
una actuación valiente de un Ayuntamiento con objeti-
vos dignos, consideramos que la falta de vertebración a 
través del Tercer Sector la convirtió en ineficaz para mu-
chos de los moradores en este asentamiento chabolista. 

Las personas privadas de libertad son también ob-
jeto de una estrategia de análisis contando con todos 
los agentes intervinientes, entre los que se encuentran 
el Tercer Sector, unos colectivos que también forman 
parte de los Consejos Sociales Penitenciarios Locales de 
cada establecimiento. En los distintas visitas a los cen-
tros penitenciarios de Andalucía, el Tercer Sector que 

trabaja en estos establecimientos ha sido un agente 
primordial e imprescindible para conocer la implemen-
tación de las distintas políticas públicas en el ámbito 
penitenciario.  

Son estas entidades, el contacto directo de las personas 
privadas de libertad con el mundo exterior, con sus fa-
milias y núcleo de amistades, quienes rompen la mo-
notonía diaria de estar encerrado, y quien ante la falta 
de recursos de la administración siguen trabajando, aún 
cuando se termina esa ansiada subvención que les per-
mite anclarse a proyectos plurianuales. 

Iniciativas como EnRedEs merece una especial atención 
por haber consolidado un trabajo en red en el ámbi-

https://www.boe.es/buscar/pdf/2008/BOE-A-2008-17967-consolidado.pdf
https://www.f-enlace.org/2021/05/19/presentacion-de-enredes-la-plataforma-sevillana-de-organizaciones-que-intervienen-en-prision/
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to penitenciario, alejando los mitos y prejuicios del 
contexto penitenciario y dando a conocer el trabajo 
real de las organizaciones que intervienen en pri-
sión. Conformada por una veintena de organizaciones 
del Tercer Sector intervienen en las prisiones y su con-
texto, siempre en defensa de los Derechos Humanos. 
Comparten experiencia, fines, objetivos y desarrollan 
actuaciones encaminadas a la transformación del con-
texto penal y penitenciario, incluyendo el trabajo con 
otras plataformas estatales, Administraciones Públicas, 
entidades sociales y medios de comunicación. Son, un 
ejemplo del trabajo coordinado de las entidades so-
ciales que intervienen en los centros penitenciarios de 
Sevilla pretendiendo visibilizar la realidad penitenciaria, 
así como incorporando sus problemáticas a la agenda 
política y mediática para acercarla a la sociedad.

Es por tanto el Tercer Sector, organizados en mesas de 
trabajo, con carácter permanente y sostenidas en el 
tiempo una voz crítica de quienes no encuentran solu-
ción a sus problemas. Quienes acuden a estas entidades 
los convierten en correa de transmisión de sus reali-
dades dándoles por tanto una legitimidad indiscutible 
frente a instituciones y administraciones públicas. 

Así, la sociedad civil organizada a través de las entidades 
que velan cada día por mejorar la vida de quienes se 
encuentran en situaciones difíciles, deben ser recono-
cidas por el  trabajo que aportan y por su liderazgo. Su 
trayectoria ha demostrado que trabajando conjunta-
mente, compartiendo perspectivas  y desde la mirada 
integral de los derechos humanos, se consiguen metas 
que de otra forma serían inalcanzables. 

La creación de espacios de diálogo, de reflexión e inter-
cambio de conocimientos potencia el trabajo en red 
bajo el paradigma del diálogo y la reflexión, siendo por 
tanto un agente indispensable para la consecución de 
las 5P de los ODS: Planeta, Personas, Prosperidad, Paz 
y alianzas ( Partnership ). 

Tal y como se indica en la Agenda 2030 para alcanzar 
estos objetivos es necesario la contribución de todos 
los agentes implicados, poderes públicos, sector priva-
do y sociedad civil organizada que, por su papel de 
agente transformador es esencial en la construcción de 
propuestas así como en el seguimiento de los compro-
misos de los poderes públicos y la construcción de una 
ciudadanía activa, participativa y solidaria. 

Terminamos este artículo con una mención especial a 
las más de 25 entidades que a lo largo de los 40 años de 
vida de la Institución del Defensor del Pueblo andaluz 
han sido reconocidas en sus respectivos informes anua-
les que presenta ante el Parlamento de Andalucía por 
su trabajo en favor de los colectivos más desfavorecidos 
y por su colaboración con la Defensoría.

https://www.unssc.org/sites/default/files/2030_agenda_for_sustainable_development_-_kcsd_primer-spanish.pdf
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AGENDA 2030: Políticas 
palanca que favorecen la 
inclusión de las personas 
más vulnerables 

Los agentes implicados en el desarrollo de la Agen-
da 2030 han de corresponsabilizarse en la imple-
mentación de “políticas palanca” encaminadas 
a favorecer la inclusión de las personas más vul-
nerables para que sean realmente impulsoras. 
En caso contrario, se dejará un buen relato, pero 
no se alcanzarán las transformaciones esperadas.

La inclusión social, por su carácter multidimensional, 
conlleva la incapacidad de ejercer derechos sociales, por 
lo que su abordaje requiere transformaciones relacio-
nadas con las políticas activas de empleo, educación, 
vivienda y servicios sociales, además de intervenciones 
que permitan a la población más desfavorecida cubrir 
sus necesidades básicas a corto plazo. Unas actuacio-
nes que corresponden a las Administraciones Públi-
cas que han de remover los obstáculos que impiden 
o dificultan la inclusión social de la población más 
desfavorecida.

Tomando como marco de referencia los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030, que a través 
de sus metas y acciones, pretenden mejorar la vida de 
las personas, es difícil imaginar que en 2030 se van a 
superar los indicadores de vulnerabilidad analizados por 
los distintos informes sectoriales.

En Andalucía, solo referido al cumplimiento de las me-
tas del  ODS 1 que pretende de aquí a 2030, reducir al 
menos a la mitad la proporción de hombres, mujeres y 
niños de todas las edades que viven en la pobreza, se 
requiere propiciar un marco real de efectividad de 
las prestaciones sociales, ya que como vemos a través 
de las quejas recibidas, son muchos los casos en los que 
los retrasos son evidentes y lejos de ser un dato más, 
tienen nombres y apellidos. 

Es necesario superar el carácter asistencialista de las 
prestaciones a través de intervenciones que permitan 
capacitar a las personas para enfrentarse a los desafíos 

https://www.juntadeandalucia.es/institutodeestadisticaycartografia/ods/listado-indicadores-1.htm
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de una sociedad exigente. Los itinerarios de inserción, 
la formación para el empleo o las cláusulas de inser-
ción social en los expedientes de contratación con la 
administración, se convierten en buenas iniciativas que 
si bien ya consta en la normativa de referencia, suelen 
ser buenas intenciones, sin que por distintos motivos 
se activen o surtan los efectos previstos. 

Contribuye a ello la deficiente dotación de recursos hu-
manos que no llegan a alcanzar las ratios de los equipos 
sociales, el corto plazo de los programas y estrategias 
que sustenten los profesionales que trabajan con fami-
lias y una evaluación que sea objeto de análisis sobre 
los efectos producidos y no solo para cumplir con el 
diseño de los programas. Un compromiso que requiere 
una apuesta de inversión y la coordinación de varias 
administraciones.  

Por su parte el ODS 8, que apuesta por un crecimiento 
económico, sostenido, inclusivo y sostenible, y el trabajo 
decente para todos, está íntimamente relacionado con 
garantizar los derechos laborales de las personas. 
Para ello el compromiso del empresariado es primordial. 
A modo de ejemplo, es urgente acabar con situaciones 
como las de muchos de los migrantes que residen en 
los asentamientos sin contratos y con horarios fuera de 
convenio o de aquellos empleos del sector servicios que 
ni tan siquiera llegan a final de mes, teniendo dificul-
tades para pagar el alquiler de sus viviendas y hasta las 
facturas de los suministros básicos. 

El ODS 11 que tiene como finalidad lograr que las ciu-
dades sean inclusivas, seguras, resilientes y sostenibles, 
asegurando de aquí a 2030 “el acceso de todas las per-
sonas a viviendas y servicios básicos adecuados, segu-
ros y asequibles y mejorar los barrios marginales”, está 
íntimamente relacionado con las carencias que hemos 
detectado en las quejas analizadas en el Informe Anual 
2023. Para que una ciudad sea inclusiva y sostenibles 
es necesario acabar con las diferencias sociales que 

https://www.juntadeandalucia.es/institutodeestadisticaycartografia/ods/listado-indicadores-8.htm
https://www.juntadeandalucia.es/institutodeestadisticaycartografia/ods/listado-indicadores-11.htm
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en ellas se aprecian con solo pasear desde los centros 
comerciales hasta los  barrios de la periferia. Las polí-
ticas de vivienda son imprescindibles para reducir 
las desigualdades y facilitar el acceso a un recurso 
residencial adecuado a quienes carecen de él o no 
pueden asumir la rehabilitación del mismo. 

Los problemas antes expuestos nos lleva a realizar una 
reflexión sobre el impacto en la población destinataria 
de la implementación de las distintas políticas públicas 
destinadas a satisfacer el derecho a la vivienda, identifi-
cando los elementos de mejora que pudieran tenerse 
en cuenta. Así, se requiere apoyar a los municipios, 
como eslabón más débil de la cadena de protección 
social, para satisfacer las demandas residenciales de las 
personas más vulnerables que en ellos residen. 

Es difícil, cuando no imposible, que en un mercado de 
viviendas de titularidad privada con precios de refe-
rencia por encima de las posibilidades económicas de 
estas familias, los Servicios Sociales Comunitarios den 
respuestas a las necesidades detectadas cuando no se 
dispone de un presupuesto suficiente destinado a ayu-
das al alquiler, ni de un Parque Público de Viviendas, ni 
tan siquiera para situaciones de emergencia.

En este contexto, las ayudas al alquiler de vivienda habi-
tual a personas especialmente vulnerables son esencia-
les. Dada la situación en la que se encuentran quienes 
las solicitan, se requiere un presupuesto adecuado a las 
necesidades detectada y un plazo de resolución ajusta-
do a las convocatorias, sin dilaciones. También del apoyo 
de recursos humanos, tanto en las Delegaciones Territo-
riales como en los Servicios Sociales Comunitarios, que 
les ayuden a resolver las incidencias relacionadas con 
las convocatorias. 

Tal y como hemos podido constatar a lo largo de este 
año 2023, este tipo de ayudas no solucionan los pro-
blemas de quienes, aún disponiendo de recursos 

económicos, especialmente provenientes del Ingre-
so Mínimo Vital o de empleos precarios, no se consi-
deran solventes por los propietarios de las viviendas. 
Consideramos de relevancia para solucionar algunas 
de estas situaciones el fomento del alquiler mediante 
programas de intermediación que ofrezca garantías a 
los propietarios, tanto del pago de las mensualidades 
como de la conservación de sus inmuebles. 

La inclusión social 
requiere transformaciones 
relacionadas con las 
políticas activas de empleo, 
educación, vivienda y 
servicios sociales, además 
de intervenciones que 
permitan a la población 
más desfavorecida cubrir 
sus necesidades básicas a 
corto plazo

El parque púbico de viviendas en régimen de alquiler 
se puede considerar el recurso público más adecuado 
para satisfacer la demanda de quienes tienen dificul-
tad para acceder a una vivienda. Un recurso de larga 
trayectoria en nuestra Comunidad Autónoma que, si 
bien está regulado en los artículos 25 y 26 del Plan Vive 
en Andalucía”, requiere un impulso real y efectivo, tanto 
en el mantenimiento del mismo como en el fomento 
de nuevas promociones de viviendas. 

https://www.juntadeandalucia.es/organismos/fomentoarticulaciondelterritorioyvivienda/areas/vivienda-rehabilitacion/fomento-alquiler/paginas/ayudas-vulnerables-personas.html#toc-objeto
https://www.juntadeandalucia.es/organismos/fomentoarticulaciondelterritorioyvivienda/areas/vivienda-rehabilitacion/fomento-alquiler/paginas/ayudas-vulnerables-personas.html#toc-objeto
https://www.juntadeandalucia.es/boja/2020/127/BOJA20-127-00076-7023-01_00174393.pdf
https://www.juntadeandalucia.es/boja/2020/127/BOJA20-127-00076-7023-01_00174393.pdf
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Respecto a la conservación del Parque Público de Vi-
viendas, es evidente la situación de abandono de mu-
chas promociones, bien sea por las dificultades que 
conlleva su gestión o bien por la  desidia de algunos 
operadores públicos. Llegar a esos indicadores de dete-
rioro no solo revierte en la calidad de vida de las familias 
residentes sino que repercute en la falta de credibilidad 
de la ciudadanía en la gestión de lo público. 

Para alcanzar los objetivos perseguidos en este ODS, es 
necesario poner el acento en modelos de gestión en 
el que se incorporen actuaciones transversales que 
permitan aportar soluciones a los distintos factores 
de exclusión de las familias. Como se ha puesto de 
manifiesto en los espacios de reflexión de los promoto-
res públicos “La profesionalización de los modelos de 
gestión de los parques públicos de vivienda y su renta-
bilidad social y económica son la primera garantía de 
impulso del derecho subjetivo a una vivienda digna” 

Para ello es imprescindible contar con un presupues-
to público que permita atender las “tres patas de la 
gestión”: una administración ágil y eficaz a través de 
procedimientos administrativos al servicio de la ciuda-
danía, una programación encaminada al mantenimien-
to y renovación de las edificaciones así como equipos 
interdisciplinares que contribuyan a la sostenibilidad 
socioeconómica del parque público de viviendas, de 
manera continuada. 

Este deterioro residencial se hace más evidente aún en 
las barriadas de las ciudades que también han sido ob-
jeto de atención en el citado informe anual. Entornos 
que requieren continuar con las actuaciones previstas 
en la ERASCIS, poniendo el acento en los programas 
de inserción laboral además de en aquellas otras ac-
tuaciones necesarias para la revitalización socioeco-
nómica. Así retomar la programación y el compromiso 
de administraciones gestoras de las políticas sociales, de 
vivienda, de formación, educación y salud es prioritario. 

El modelo de gobernanza local, previsto en los Planes 
Locales de Intervención son los instrumentos adecua-
dos para que cada Ayuntamiento se convierta en 
impulsor de las actuaciones programadas, ponien-
do el acento en las que tienen carácter transformador 
además de en otras como los servicios de limpieza, de 
transporte urbano, de seguridad, de mejora de las ins-
talaciones eléctricas, etc. 

Y por último poner de manifiesto la importancia de los 
Planes Municipales de Vivienda y Suelo y los Regis-
tros Públicos de Demandantes de Vivienda Protegida, 
instrumentos indispensable para garantizar el fin social 
del derecho a la vivienda, dado que permiten tener un 
conocimiento de las personas solicitantes de vivienda 
protegida.

Para no asumir como normal lo que no funciona, es 
preciso que conforme se indica en el ODS 17, se impul-
sen acciones de coordinación de todos los agentes 
implicados para conseguir los objetivos previstos. 
Sin esta mirada no será posible superar las condiciones 
de desigualdad a las que se refiere el ODS 10, sin dejar 
nadie atrás, que requiere políticas transversales de gé-
nero y de protección a las personas con discapacidad. 

Así, entendemos desde la Defensoría que, para alcanzar 
estos objetivos, los agentes implicados en el desarrollo 
de la Agenda 2030 han de corresponsabilizarse en la 
implementación de estas “políticas palanca” encami-
nadas a favorecer la inclusión de las personas más 
vulnerables para que sean realmente impulsoras. En 
caso contrario se dejará un buen relato, pero no se al-
canzarán las transformaciones esperadas.

https://www.juntadeandalucia.es/boja/2012/19/d2.pdf
https://www.juntadeandalucia.es/boja/2012/19/d2.pdf
https://www.juntadeandalucia.es/institutodeestadisticaycartografia/ods/listado-indicadores-17.htm
https://www.juntadeandalucia.es/institutodeestadisticaycartografia/ods/listado-indicadores-10.htm
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El derecho de las personas 
a acceder a una información 
de calidad. Acceso a la 
información y derechos 
fundamentales

quiere sanidad, pulse 1; servicios sociales, pulse 2; esta-
do de carreteras, pulse 3. Y al pulsar, te vuelve a enviar 
a otros subdirectorios, y cuando salta el que quieres te 
tienen 15 minutos pendiente y terminan no cogiendo 
el teléfono.

Las personas quieren contarle a la administración lo que 
les está pasando: que no se arreglan sus pensiones o sus 
prestaciones; preguntar por su ayuda al alquiler joven, 
o el pago de 200 euros de la agencia tributaria; pero 
no pueden porque siempre están comunicando; quie-
ren llamar para decir que se agrava su situación y no 
consiguen las prestaciones de dependencia, o que no 
pueden encontrar una cita para el médico de atención 
primaria;  que hace más de 30 meses que solicitaron su 
reconocimiento de discapacidad y todavía no les han 
llamado y querrían saber cuándo les llamarán,  pero “mi 
vida, cómo y cuándo, si, cuando llaman siempre están 
comunicando”. 

Crecen las quejas y las consultas por la mala atención 
que las personas reciben de las administraciones pú-
blicas. 

En una antigua canción titulada Comunicando, la can-
tante chilena Monna Bell, cantaba: ”…quise decirte... que 
por tu culpa estoy penando… pero no pude, pero no 
pude, porque estabas comunicando, comunicando, 
comunicando”. 

Resulta, que hoy, para muchas personas la administra-
ción siempre está comunicando, comunicando, comu-
nicando. Bien porque nadie coge los teléfonos, porque 
comunica, o porque suena una música que no para 
nunca: “nuestros operadores están todos ocupados, 
llame pasados unos minutos”. 

Incluso, cuando se llama a un teléfono especifico de 
información: Servicio 012 de Información de la Junta 
de Andalucía, empiezan con una bienvenida eterna: si 

https://www.juntadeandalucia.es/servicios/sede/tramites/procedimientos/detalle/7068.html
https://www.juntadeandalucia.es/servicios/sede/tramites/procedimientos/detalle/7068.html
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El artículo 3 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Ré-
gimen Jurídico del Sector Público determina que las 
administraciones públicas deberán respetar en su ac-
tuación y relaciones, entre otros, los principios de servi-
cio efectivo a los ciudadanos, y simplicidad, claridad y 
proximidad a estos.

Sin embargo durante este año seguimos encontrando 
personas que no pueden hacer efectivos sus derechos 
y así nos lo trasmiten: 

1. Las personas no pueden acudir a presentar 
escritos ni documentos porque no existen 
citas previas

“Llevo 15 días intentando coger cita para presen-
tar una documentación que me falta del ingreso 
mínimo vital, pero no hay citas disponibles, sólo la 
he encontrado a 100 kilómetros de mi localidad, 
pero no tengo coche para desplazarme y no hay 
trasporte público”.

Tanto el Defensor del Pueblo de las Cortes Generales, 
como los autonómicos y entre ellos el Defensor del Pue-
blo Andaluz, hemos remitido resoluciones a las distintas 
administraciones con el fin de que se proceda a regu-
lar la cita previa, incluyendo la posibilidad de atención 
presencial sin cita. 

2. Imposibilidad de contactar con los teléfonos 
de información 

“¿Cómo es imposible que la Administración esté 
inaccesible?, ¿Es dejadez de funciones?, ¿obedece 
a decisiones políticas? Me parece demencial y una 
vulneración total de nuestros derechos.” He llama-
do a innumerables teléfonos y no ha encontrado el 
modo de contactar”.

 “Llevo una semana intentando hablar con  “la 
agencia de dependencia” y es imposible. Necesi-
to información para reclamar un pago aplazado 
a cinco años (qué vergüenza) de un dependiente 
fallecido y quiero enviar solicitud con toda docu-
mentación necesaria, pero no hay forma. Estamos 
hablando de personas de edad avanzada. En el 
teléfono de la Consejería de Igualdad, no llevan 
eso, en la Agencia de la Dependencia no lo cogen 
y la delegación está off. Ruego intenten llamar a 
los teléfonos y podrán comprobar lo manifestado”.

https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2015-10566
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3. Derecho a que sus expedientes se resuelvan 
en plazo 

La ciudadanía nos traslada su incapacidad y la desespe-
ranza al saber que sus expedientes no se van a resolver 
en plazo. La propia administración te dice que no se van 
a cumplir los plazos. Parece que se ha tomado como 
normal lo inasumible. 

Procedimientos en los que la norma marca un plazo 
de 2 meses como la Renta Mínima de Inserción Social, 
están tardando 8 meses; los títulos de familia numerosa 
acumulan un retraso de 6 meses; las ayudas al alquiler 
que se deberían resolver en seis meses se duplican en el 
mejor de los casos; la dependencia, que debe de tardar 

6 meses tarda dos años; una pensión de jubilación no 
contributiva que tiene un plazo de tres meses, se está 
resolviendo en un año; la valoración de discapacidad 
que tiene un plazo de seis meses se está tardando 30 
meses, y se asume como normal.

Desde una Delegación Territorial nos contestan a una 
petición de informe por retrasos en la valoración de la 
discapacidad: “En la actualidad existe un retraso en la 
resolución de los procedimientos debido a la despro-
porción existente entre el número de solicitudes y la 
capacidad para atenderlas en plazo por parte de este 
Centro de Valoración. Actualmente estamos citando 
para valoración a aquellas personas que presentaron 
su solicitud en septiembre de 2021, por lo que se prevé 
que se le citará para reconocimiento en julio de 2025”.  

La hija de una solicitante de prestaciones de depen-
dencia de una persona de más de 90 años,  nos remite 
este triste correo el día de Andalucía: “por favor, que no 
corran, Ana, a los 91 años de edad, y enferma, falleció 
el 7 de febrero de 2023. Solicitó la atención a la depen-
dencia el 10/04/2021. 

4. Es necesario mejorar los procedimiento 
digitales haciéndolos más amigables y fáciles 
de utilizar, mejorar las competencias digitales 
de la población y poner a su disposición 
alternativas para poder ser atendidos 
presencialmente o asistidos en el trámite 
digital

En los últimos años, los tramites con la Administración 
se han vuelto cada vez más digitales. A pesar de que 
responden a unos criterios de eficacia y eficiencia, las 
recurrentes quejas y protestas de colectivos y personas 
individuales  nos ponen  en alerta de que dicha trans-
formación no tiene en cuenta a todas las personas. 
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Los problemas de la relación digital con las adminis-
traciones públicas no solo afectan a las personas con 
escasos conocimientos digitales, como pueden ser las 
de mayor edad o las de bajo nivel cultural, sino también 
a muchas más. Las páginas web de la mayoría de los 
organismos públicos tienen diseños complejos, poco 
intuitivos que complican hasta el extremo los pasos 
que se han de seguir y acaban con la paciencia de los 
usuarios. Ello coincide, con la creciente desaparición de 
la atención presencial y telefónica personal, sustituida 
por contestadores  automáticos que cuando responden, 
acostumbran a redirigirlos de nuevo hacia las páginas 
web, con lo que se cierra un circulo vicioso desespe-
rante. 

5. Es necesario trabajar en una  administración 
que se entienda: un derecho de la ciudadanía 
y un reto para los servicios públicos

Hay que  garantizar información clara y sencilla para la 
ciudadanía, que entienda lo que se le pide y lo que se 
le resuelve, mejorando las comunicaciones y la manera 
de relacionarse con las administraciones. 

6. Y por último, hay que cuidar las regulaciones 
de las prestaciones sociales, para evitar 
que los grupos vulnerables necesitados 
encuentren barreras de acceso a las mismas 

En el informe: El impacto de los trámites administrati-
vos en el acceso a las prestaciones sociales de  la Taula 
de Entidades del Tercer Sector Social de Cataluña,  se 
realiza un estudio que pone de manifiesto que las pres-
taciones sociales sólo son efectivas si llegan a aquellas 
personas para las que han sido pensadas y en el menor 
tiempo posible. Y se establecen una serie de recomen-
daciones que compartimos:

1.	 	Hay que ampliar el conocimiento de las 
prestaciones sociales para evitar que las potenciales 

personas beneficiarias no las soliciten por simple 
desconocimiento. 

2.	 	Hay que incidir en eliminar los textos y los diseños 
oscuros que obstaculizan el derecho a comprender 
de las personas solicitantes, potenciando la difusión 
de información clara y comprensible. 

3.	 	Hay que simplif icar los procesos de solicitud 
y tramitación de la prestación, que a menudo 
se caracterizan por ser trámites especialmente 
complejos, lentos y desalentadores: evitar los 
requisitos complejos, hacer cumplir el derecho de 
no presentar documentación que ya esté en poder 
de la administración, tener en cuenta la brecha 
digital para aquellas personas que se encuentren 
en situación de mayor vulnerabilidad. 

4.	 Recibir una respuesta rápida y clara: agilizar el 
proceso y reducir la espera. Ofrecer formas de 
pago ágiles e inclusivas y flexibilizar los criterios 
que puedan provocar la pérdida de ayudas ante 
situaciones sobrevenidas. 

Tenemos por tanto que trabajar en la mejora de la ges-
tión pública, para garantizar el cumplimiento de los 
principios jurídicos de buen gobierno y del derecho a 
una buena administración y conseguir que se hagan 
efectivos  los derechos de la ciudadanía en sus relacio-
nes con las administraciones.
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eficaz y eficiente está íntimamente identificado con el 
ODS 16 que consiste en “Promover sociedades justas, 
pacíficas e inclusivas”; esto es “Paz, Justicia e Institucio-
nes sólidas”, en sintonía con los valores de la Institución 
de compromiso social, inclusión y  apoyo a las perso-
nas vulnerables, justicia y equidad, diálogo y consenso, 
empatía y  transparencia, además de la participación 
ciudadana, la flexibilidad, la capacidad de adaptación 
y el aprendizaje permanente. Todos ellos, valores estre-
chamente vinculados a la cultura de paz.

En este contexto, en el año 2023, el Defensor del Pue-
blo andaluz ha concluido una investigación que había 
iniciado en 2020-2021 sobre la situación de los servicios 
de mediación de las entidades públicas en Andalucía, 
como una herramienta fundamental para la defensa 
de los derechos e intereses de las personas. Los resul-
tados de esta investigación se han recogido en un “In-
forme monográfico del Defensor del Pueblo Andaluz 

Informe monográfico del 
dPA sobre mediación

Radiografía de los servicios de 
Mediación en Andalucía

La mediación profesional que viene desarrollando la 
Defensoria desde el año 2016, ha reforzado la labor de 
la Institucón con un enfoque directo, transversal y par-
ticipativo, favoreciendo un espacio para la autocompo-
sición de soluciones a administraciones y ciudadanía, 
apoyado con profesionales y técnicas mediadoras. 

La Defensoría andaluza es pionera entre sus homóni-
mas en la instauración efectiva de la cultura de paz, 
a través del uso de la mediación como mecanismo 
eficaz en la gestión y resolución de quejas. 

La Estrategia del Defensor del Pueblo Andaluz para el 
periodo 2021-2024 se alinea con los Objetivos de Desa-
rrollo Sostenible (ODS) fijados por Naciones Unidas en 
2015. En este contexto, la experiencia de esta Institución 

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/cultura-de-paz-y-mediacion-desde-la-perspectiva-del-defensor-del-pueblo-andaluz
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/cultura-de-paz-y-mediacion-desde-la-perspectiva-del-defensor-del-pueblo-andaluz


ÍNDICE

4. Eje Justicia y Cultura de paz

106

sobre la cultura de paz y la mediación en Andalucía” 
que termina con un mapa interactivo recopilatorio de 
las entidades y las recomendaciones al respecto desde 
la Institución del Defensor del Pueblo Andaluz.

Este análisis y diagnóstico se ha realizado de forma cola-
borativa y participativa, con reuniones de trabajo susci-
tando el debate sobre la situación de la mediación con 
las entidades, autoridades públicas y colectivos sociales, 
realizadas por toda la geografía andaluza. Y a través de 
una rigurosa encuesta de calidad online en la que han 
participado más de 300 entidades del sector. 

La metodología aplicada a la elaboración del mapa se 
ha basado en la identificación de entidades de carácter 
público (o semipúblico) que prestan servicios de media-
ción en la Comunidad Autónoma de Andalucía. 

A modo de resumen, todas las entidades afirman que la 
mediación, como alternativa al clásico litigio, constituye 
un vehículo para lograr la paz a través del diálogo y el 
consenso, lejos de la confrontación, para centrarse en 
la comprensión mutua de intereses y el hallazgo de po-
sibles espacios comunes de entendimiento y acuerdo.

También existe consenso en que la mediación como 
metodología, no precisa de herramientas diferentes en 
virtud del ámbito material del asunto -su flexibilidad 
permite modelar los procesos de intervención-, y coin-
ciden en que es conveniente asegurar, que las personas 
que van a mediar cuenten con conocimientos, o con 
asesoramiento en la materia objeto de tratamiento, o 
suficientemente acompañada en este sentido. 

En los contextos judicializados los colectivos conside-
ran que la derivación judicial a mediación debiera ser lo 
menos burocrática posible y favorecer la designación de 
medidor/a de forma directa por los interesados. 

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/cultura-de-paz-y-mediacion-desde-la-perspectiva-del-defensor-del-pueblo-andaluz
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/actualidad/disponible-el-mapa-de-servicios-de-mediacion-en-andalucia
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Es generalizado el sentir sobre la necesidad de apoyo 
a las instituciones de mediación que conforme a la Ley 
5/2012 de 6 de julio de Mediación para asuntos Civiles y 
Mercantiles (LMACM) se están constituyendo, a través 
de Colegios Profesionales y Asociaciones, principalmen-
te. 

Existe una preocupación generalizada de los colectivos, 
sobre la formación de los mediadores por la necesaria 
adquisición de competencias que consideran deficita-
rias. La doctrina más autorizada en la materia (Carnevale 
y Pruitt), afirma que el éxito de la mediación depende 
de la confianza que las personas tengan en la persona 
mediadora y del conocimiento y competencias de esta 
en las estrategias de negociación y mediación.

Por último, se reflexiona sobre la funcionalidad de los 
Registros de Mediadores, como elemento instrumen-
tal canalizador de la información y publicidad de los 
profesionales de la mediación. Estos Registros son de 
carácter voluntario, y resultan una herramienta de agi-
lidad para facilitar la selección del listado a la persona 
mediadora por los interesados o sus asesores, jueces 
o notarios. Estos, pueden comprobar de forma ágil la 
información del mediador que aparezca referenciado 
en el acuerdo de mediación, en su deber de fiscalizar si 
la mediación la realizó una persona que dispone de los 
requisitos exigidos por la ley para ser mediador.

En este sentido, se valora como positiva la existencia de 
la dualidad de registros de mediadores estatal y auto-
nómico, si bien se estima necesaria mayor conexión y 
cohesión entre ellos.

Entre los retos que deben afrontarse desde las enti-
dades públicas en Andalucía para mejorar la calidad 
servicios de mediación prestados, identificados por las 
entidades que realizan mediación, está mejorar la di-
fusión y conocimiento de la mediación, e incidir en la 
profesionalización de la labor mediadora, proporcionan-
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do a sus mediadores formación continua, práctica y la 
evaluación continua de sus competencias.

243 entidades operan en Andalucía

Del total de las 243 entidades que operan en Andalucía 
con las que se ha trabajado en este estudio, práctica-
mente la mitad (50,2%) de ellas manifiestan que están 
prestando algún servicio de resolución de conflictos 
alternativos, frente a la otra mitad de entidades que no 
prestan ese tipo de servicios. Por tanto, la muestra de 
entidades que manifiestan que realizan mediación 
en Andalucía son 109, siendo esta la muestra con la 
que se ha trabajado en la caracterización de los servicios 
ofrecidos. 

Entre ellas, resulta signif icativo señalar que son los 
centros educativos públicos o concertados los que han 
contestado a la encuesta en mayor medida indicando 
que realizan mediaciones en el ámbito escolar (46,8%), 
seguidos por los colegios profesionales (22,0%) y los dis-
tintos tipos de organismos que forman parte de la es-
tructura de la Junta de Andalucía (14,7%).  La respuesta 
de la Administración Local se considera bastante escasa 
(6,4%), teniendo en cuenta que un número importan-
te de ayuntamientos de municipios de más de 10.000 
habitantes cuentan con Oficinas Municipales de Infor-
mación al Consumidor (OMIC) desde las que se pueden 
realizar servicios de mediación en consumo. Aparte de 
la medición en el ámbito educativo, resulta significati-
vo el porcentaje de entidades que realiza mediaciones 
en el ámbito familiar/intergeneracional (32,1%) y en el 
ámbito laboral (21,1%)

Sugerencias del Defensor del Pueblo andaluz 

A raíz de este estudio, el Defensor del Pueblo Andaluz 
ha formulado algunas sugerencias a las distintas Admi-
nistraciones e instituciones andaluzas, con el propósi-
to de avanzar en la verdadera implementación social 

de la mediación en nuestra Comunidad Autónoma, 
incorporando la voz de los colectivos de mediadores y 
mediadoras en aquellos aspectos en los que han mos-
trado su preocupación por la necesidad de una mayor 
homogeneidad e implicación pública en la mediación, 
y desde la convicción de que son un elemento impor-
tante a integrar, desde la colaboración, para el impulso 
de la mediación.

	▷ Sugerencia 1: Apostar de forma decidida por 
el impulso de la cultura de paz, tanto a nivel 
autonómico, comarcal o municipal, coordinado 
y acompasado como política pública a modo de 
estrategia transversal inspirada en la prevención, la 
gestión y resolución alternativa de los conflictos, de 
igual modo que se realiza con la igualdad. A la luz 
de las deficiencias de conocimiento general, y en 
particular por la sociedad y operadores jurídicos, se 
promuevan más inversiones y recursos públicos en 
actividades de publicidad y difusión de los MASC 
(Métodos alternativos de solución de conflictos).

	▷ Sugerencia 2: Desarrollar y fomentar Sistemas 
Preventivos de Gestión de Conflictos sustentados 
en el diálogo y la cooperación, que contribuyan a 
una des-judicialización de muchos conflictos de la 
ciudadanía. Sugiriendo para ello, la integración de 
las instituciones de mediación existentes en cada 
lugar de Andalucía, contribuyendo así a impulsar 
la profesionalidad del método. 

A nivel interno, se sugiere a las administraciones al im-
pulso de un cambio general, y en la medida que está 
al servicio de la atención ciudadana, que prioricen la 
facilitación de espacios de gestión de colaboración y 
diálogo, para impulsar la cultura de paz. Ello requiere 
una estrategia transversal, similar a la implementada 
para favorecer el derecho a la igualdad de trato y no 
discriminación.
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	▷ Sugerencia 3: Abundando en la anterior sugerencia, 
sería deseable aglutinar los recursos públicos 
destinados a mediación, con independencia del 
ámbito material de aplicación, y promoción de 
los MASC. La administración autonómica, local 
o comarcal podría tener mucho que decir en 
el desarrollo de la mediación contando con las 
sinergias de los colectivos de profesionales de la 
mediación si desde una dirección única se planifica 
una estrategia transversal, cooperativa, integradora 
e interadministrativa basada en cultura de paz. 

	▷ Sugerencia 4: Conforme a la experiencia mediadora 
desarrollada en esta defensoría, y fundamentado en 
algunos de los datos que arroja este estudio, sería 
interesante que las administraciones impulsaran 
la mediación en su gestión con la ciudadanía en 
los contextos de interrelación cotidiana. Para ello, 
se recomienda además complementarla con la 
necesaria estrategia de pedagogía y sensibilización 
social e institucional, que respondan a la necesidad 
de fomentar e impulsar una mayor cultura de 
paz entre la ciudadanía, y en el seno de la propia 
administración.

	▷ Sugerencia 5:  El liderazgo en el impulso 
estratégico de la cultura de paz en la Universidad 
y en la formación profesional, a través de la 
formación transversal en resolución de conflictos y 
concretamente la mediación, en todas las disciplinas 
para los futuros profesionales que interactúan en la 
sociedad.

	▷ Sugerencia 6: Introducir una mayor conexión y 
cohesión entre el Registro autonómico de personas 
mediadoras y el del Ministerio de Justicia, cuya 
divulgación resulte un espacio donde la ciudadanía 
pueda elegir a las personas profesionales de la 
mediación conforme a sus criterios. Asimismo, 
sería interesante alinear los criterios de la formación 

continua exigida a la persona mediadora, que los 
registros controlan.

	▷ Sugerencia 7: En los sistemas de designación 
de personas mediadoras se recomienda priorizar 
la libre designación de aquéllas por las personas 
interesadas o por quienes ejerzan su asesoramiento, 
así como titulares de juzgados y notarías, etc. en aras 
de eliminar o, al menos, rebajar la burocratización 
y agilizar los accesos directos de la ciudadanía a la 
mediación profesional.

	▷ Sugerencia 8: Difundir una aclaración acerca de 
la posibilidad de ser persona mediadora y poder 
acceder al Registro Andaluz de mediadores de 
aquellas personas que cumplan los requisitos 
formativos de la Ley nacional (100 horas), que 
pueden ser mediadoras familiares en Andalucía. 
Ante las dificultades de comprensión que genera 
las diferencias existentes entre el número de 
horas de formación exigidas por la administración 
autonómica para optar a participar en el sistema de 
turnos establecido por el Reglamento andaluz, que 
parte del registro de mediación familiar (300 horas).

	▷ Sugerencia 9: Impulsar medidas para garantizar la 
realización de formación continua esencialmente 
práctica, por todas las entidades públicas que 
ofrecen servicios de mediación y, en especial, por 
parte de la Junta de Andalucía, en relación con la 
mediación en el ámbito familiar.

	▷ Sugerencia 10: Se plantea la conveniencia de 
crear un sistema de acreditación de competencias 
mediadoras. No resulta tan relevante el número 
de horas formativas exigidas, como el carácter 
práctico de las horas dirigidas a la adquisición de 
competencias. Mayor control en la acreditación 
del carácter práctico de la formación, ya sea básica 
como continua.
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